
CARENCIA ACTUAL DE OBJETO/ Respuesta a la petición suministrada en el trámite de la tutela configura un hecho superado/ Daño consumado por cesación de funciones de la entidad a que se elevó la solicitud 

“(…) hubo una respuesta sobre lo reclamado, enviada el día 25 de febrero del presente año a la dirección reportada en el escrito respectivo (...); de manera que aunque se sobrepasó el término que prevé el artículo 14 de la Ley 1755 de 2015, e incluso el que señalaba el anterior estatuto de lo contencioso administrativo, teniendo presente la fecha en que se recibió el escrito, que lo fue en el año 2014, se superó el hecho que generó la solicitud de amparo (…)”
En lo que concierne al Departamento Administrativo de Seguridad DAS en Supresión, atendiendo la finalización de sus actividades desde el 2014, tal cual lo reseña el Decreto 1303 del 11 de julio de esa anualidad, época para la cual no suministró la respuesta, también hay tal carencia de objeto, porque la trasgresión se consumó y no hay posibilidad de restablecer el derecho por parte de una entidad que ya no desempeña la función de suministrar la respuesta (...) Fue por esa razón que se vinculó a quien asumió la función de expedir la certificación requerida en este asunto, como lo manda el artículo 9° de esa normativa, por cuyo conducto se debía cumplir la notificación respectiva.” 
Cita: Corte Constitucional, Sentencia T-.404 de 2015
   



TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL 

          SALA DE DECISIÓN CIVIL- FAMILIA 
Magistrado: Jaime Alberto Saraza Naranjo  

Pereira, marzo tres de dos mil dieciséis
Expediente 66001-22-13-000-2016-00264-00
Acta Nro. 107 de marzo 3 de 2016
Procede la Sala a decidir la acción de tutela propuesta por Liliana Patricia Echeverry Bedoya contra el Departamento Administrativo de Seguridad DAS en Supresión, a la que fue vinculado el Archivo General de la Nación “Jorge Palacios Preciado”.
  



ANTECEDENTES




Liliana Patricia Echeverry Bedoya, actuando en su propio nombre, promovió esta acción de tutela contra el DEPARTAMENTO ADMINISTRATIVO DE SEGURIDAD DAS EN SUPRESIÓN, con el fin de que se protejan sus derechos fundamentales “de PETICIÓN y a la SEGURIDAD SOCIAL”.
  



Adujo, en síntesis, que en su calidad de compañera permanente de Fernando Céspedes Villalobos, ya fallecido, y quien laboró para el DAS entre el 24 de septiembre de 1979 y el 1º de agosto de 1990, solicitó de la entidad, en aras de obtener el reconocimiento y pago de la pensión de sobreviviente, la certificación de tiempo de servicios del mismo, desde el 25 de abril de 2014, pero transcurridos ya más de 15 días hábiles no se ha obtenido la respuesta del caso, lo que se traduce en una evidente vulneración del derecho de petición.
 



Pidió, por tanto, el amparo de los derechos deprecados  y como consecuencia de ello, que se ordene al DAS EN SUPRESIÓN dar respuesta de fondo.
  



Se le dio trámite a la acción con la vinculación del Archivo General de la Nación Jorge Palacios Preciado; se les permitió ejercer su derecho de defensa. La entidad vinculada, por medio de la Jefe Oficina Asesora Jurídica, señaló que el derecho de petición aludido fue identificado dentro de la entidad con el ID 14325 del 16 de octubre de 2015, fecha en la que fue registrado en esa dependencia, y conocida la situación, indica, se brindó respuesta completa y de fondo con el ID 16589 del pasado 24 de febrero, para lo cual remitieron LOS documentos atañederos a la certificación laboral en la que se establece el tipo de vínculo y el tiempo en el que el señor Céspedes Villalobos prestó sus servicios al extinto DAS, acompañada de los formatos de información laboral, salario base y relación mensual del mismo; agregó que la información que se brinda, corresponde a la recibida en custodia por parte de aquel organismo, en cumplimiento del Decreto 1303 de 2014; y que la tardanza obedeció a lo dispendiosa que ha resultado la ubicación de la información y al volumen de peticiones radicadas en desarrollo de su gestión; aludió, por tanto, al hecho superado por carencia actual de objeto y pidió declarar la improcedencia de la acción.
CONSIDERACIONES

  



Con el fin de salvaguardar los derechos fundamentales, se erigió la acción de tutela como un mecanismo expedito que le permite a toda persona reclamar su protección por parte de los jueces, cuando estén siendo vulnerados por la acción u omisión de una autoridad, o de los particulares en determinados casos.

  



En este caso, se trata de poner a salvo el derecho de petición de la parte accionante, que no solo se garantiza con la implementación de normas que desarrollen el contenido constitucional, ni con la simple posibilidad de presentar solicitudes escritas o verbales para los fines que cada persona estime pertinentes, sino que implica la obligación correlativa del requerido de ofrecer una respuesta clara, congruente, de fondo y oportuna, que, además, sea puesta en conocimiento del interesado, sin que ello suponga que la contestación tenga que ser favorable. 
  



Sobre el particular ha sido reiterativa la Corte Constitucional; en un pronunciamiento reciente
 recordó que:

“13. El artículo 23 Constitucional establece que “toda persona tiene derecho a presentar peticiones respetuosas a las autoridades por motivos de interés general o particular”. Las autoridades están en la obligación frente al ciudadano de dar una respuesta clara, de fondo y oportuna. La jurisprudencia de esta Corporación ha decantado también la responsabilidad de las entidades públicas respecto de la información que deben suministrar a los administrados, cuando estos hacen uso del derecho de petición.

14. En Sentencia T-1089 de 2001
, la Corporación sintetizó las reglas básicas que rigen el derecho de petición y las obligaciones derivadas de este, así: (i) el derecho de petición es fundamental y determinante para la efectividad de los mecanismos de la democracia participativa. Además, porque mediante él se garantizan otros derechos constitucionales, como los derechos a la información, a la participación política y a la libertad de expresión, (ii) el núcleo esencial del derecho de petición reside en la resolución pronta y oportuna de la cuestión, pues de nada serviría la posibilidad de dirigirse a la autoridad si ésta no resuelve o se reserva para sí el sentido de lo decidido, (iii) la respuesta debe cumplir con estos requisitos: 1. Oportunidad 2. Debe resolverse de fondo, clara, precisa y de manera congruente con lo solicitado 3. Ser puesta en conocimiento del peticionario, (iv) la respuesta no implica aceptación de lo solicitado ni tampoco se concreta siempre en una respuesta escrita, (v) este derecho, por regla general, se aplica a entidades estatales, esto es, a quienes ejercen autoridad. Pero, la Constitución lo extendió a las organizaciones privadas cuando la ley así lo determine y (vi) En relación con la oportunidad de la respuesta, esto es, con el término que tiene la administración para resolver las peticiones formuladas, por regla general, se acude al artículo 6º del Código Contencioso Administrativo que señala 15 días para resolver. De no ser posible, antes de que se cumpla con el término allí dispuesto y ante la imposibilidad de dar una respuesta en dicho lapso, la autoridad o el particular deberá explicar los motivos y señalar el término en el cual se realizará la contestación. Para este efecto, el criterio de razonabilidad del término será determinante, puesto que deberá tenerse en cuenta el grado de dificultad o la complejidad de la solicitud.”
De la exposición presentada por la parte demandante en procura de obtener respuesta a la solicitud de certificaciones laborales sobre tiempos de servicios de su compañero permanente ya fallecido, al amparo del artículo 86 de la Constitución Política, pudiera decirse que la omisión de la entidad vinculada, esto es el Archivo General de La Nación, donde en últimas fue radicada la respectiva petición, ante la finalización del proceso de supresión del Departamento Administrativo de Seguridad DAS, daba lugar a la vulneración del ese derecho. 

Sin embargo, al margen de la situación inter-administrativa suscitada con ocasión del aludido proceso, hubo una respuesta sobre lo reclamado, enviada el día 25 de febrero del presente año a la dirección reportada en el escrito respectivo (f. 25 a 40); de manera que aunque se sobrepasó el término que prevé el artículo 14 de la Ley 1755 de 2015, e incluso el que señalaba el anterior estatuto de lo contencioso administrativo, teniendo presente la fecha en que se recibió el escrito, que lo fue en el año 2014,  se superó el hecho que generó la solicitud de amparo. Y si bien pudiera pensarse que se incumplió el requisito de inmediatez, como necesario para la prosperidad de la acción, tal escollo se supera, si se tiene en cuenta que el Archivo General radicó la solicitud en el mes de octubre del año 2015, y desde ese mes hasta ahora no ha transcurrido un lapso suficiente para hacer descansar la decisión en esa figura. 

Con todo, lo importante aquí es que la cuestión ha tomado un rumbo diferente, porque fue acreditado en esta instancia que se procedió a expedir la respuesta esperada y las certificaciones del caso, lo que le fue comunicado a la demandante por correo enviado a la dirección que suministró en su requerimiento. 
De manera que la situación se ubica en el plano de la carencia actual de objeto, pues se materializó el interés buscado con esta gestión excepcional, al superarse la pretensión invocada, y así se declarará, en lo que respecta al Archivo General de la Nación. 

En lo que concierne al Departamento Administrativo de Seguridad DAS en Supresión, atendiendo la finalización de sus actividades desde el 2014, tal cual lo reseña el Decreto 1303 del 11 de julio de esa anualidad, época para la cual no suministró la respuesta, también hay tal carencia de objeto, porque la trasgresión se consumó y no hay posibilidad de restablecer el derecho por parte de una entidad que ya no desempeña la función de suministrar la respuesta (art. 24 D. 2591 de 1991. Fue por esa razón que se vinculó a quien asumió la función de expedir la certificación requerida en este asunto, como lo manda el artículo 9° de esa normativa, por cuyo conducto se debía cumplir la notificación respectiva. 

DECISIÓN

En mérito de lo expuesto la Sala de Decisión Civil Familia del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley DECLARA LA CARENCIA ACTUAL DE OBJETO en esta acción de tutela invocada por Liliana Patricia Echeverry Bedoya, frente al Departamento Administrativo de Seguridad DAS en Supresión y el Archivo General de la Nación “Jorge Palacios Preciado”, como vinculado. 

Notifíquese a las partes por el medio más expedito la decisión aquí tomada.

Si no es impugnada, oportunamente remítase la actuación a la Corte Constitucional para su eventual revisión.

Los Magistrados,

  



JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO 

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS                       DUBERNEY GRISALES HERRERA
� Sentencia T-.404 de 2015


� MP. Manuel José Cepeda. En esta providencia la Corte estudió el caso de un ciudadano que mediante derecho de petición había solicitado al ISS se le informara sobre requisitos y procedimientos para acceder a la pensión de invalidez o en su defecto, sobre la indemnización sustitutiva. El ISS no dio respuesta a dicha solicitud. La Corte ordena a la entidad que, en un término de 48 horas, dé respuesta a las pretensiones del actor.





